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Señora Fiscal:

Me <Iirijo a usted con e[ propósito de dar respuesta al Oficio N." 6471 de 27 de julio de 2026.

mediante el cual solicita el criterio jurídico de esta Procu¡aduria de la Administración respecto a

lo viabilidad jurídica del pago de gastos de representación a aquellos funcionarios nombmdos

colno directores! pero que ejercen funciones de asesores dentro de [a estructura organizativa del

Municipio de Panamá.

En atención a la consulta planteada. corresponde señalar que la Constitución Politica de la

República de Panamá establece. en el numeral 5 del artículo 220, que es función del Ministerio

Público "sen'ir de conse.i'eros jurídicos a los funcionarios adminislrutitt¡s' De manera

concordante, el numeral I del arliculo 6 de la Ley 38 de 3 I de julio de 2000 dispone que compete

a la Procuraduría de la Administración "servir de conseteru ul' ca u los .tcrvitlores ntibli
tr0lit'os que consull úren su Darecer lerDrelaciónresDeclo a lo in ¿le lu lct' o cl

Ltroccdimicnlo que ba sepuirse en un coso cqncreto " (El resalto es propio).

La rnisma disposición legal exige que las consultas estén acompañadas del criterio jurídico

respectivo, salvo aquellas provenGntés de inslituciones que no cuenten con asesoría jurídica' Por

su parte, el artículo 81 di la Ley 38 de 2000 obliga a la autoridad receptora a verilicar su

cornpeterrcia para absolver la consulta y el cumplimiento de los requisitos legales aplicables.

Asimismo. mediante la Resolución N." PA/DS/053-2025, publicada en la Gaceta Oflcial N " 30398

cle 30 de octubre de 2025, esta Procuraduría reglamentó el manejo, clasificación y trámite de las

consultas.iuridicas administrativas. En lo pertinente, dicha resolución dispone:

''SEGUNDO: Atender y resolter de tnanera thtica y exclusiva las cottsullas que prcsenlen

los ftutcionarios públicos adninistrativtts con nando yjurisdicción '

ftnCmO: Las'consultas deberán cunrplir los requisittts estoblecidos cn ltts articulos 6,

nu»reral l, y 8l de la Ley 38 de 2000."
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En ese contexto, del anátisis del memorial se adviefie que la solicitud no reúne las cottdtctones

tbmales ni sustanciales necesarias para que esta Procuraduría emita el criterio requerido.

Lo anterior se evidencia, en primer lugar, toda vez que no se adjuntó el criterio jurídico

institucional que exponga la posición de la entidad consullante, idenlifique las non¡as aplicables

y sustenle jurídicamente la interpretación propuesta frente al asunto planteado.

En segundo lugar, de confbrmidad con el ar1ículo 2 de la Ley 38 de 2000, las actuaciones de la

procuiaduría dé ta Administración se circunscriben al ámbito jurídico-administlativo del Estado,

excluvendo las funciones iurisdiccionales. leqislativas y. en general. las comoetencias especialcs

atribu idas a otros organismos o[lciales. (El resalto es propio)

En el caso en concreto, deteminar la viabilidad de la erogación de fondos públicos por concepto

de gastos de representación en favor de servidores públicos, cuyas funciones reales difleren de las

<iel"cargo para el cual lueron nombrados, implica juzgar ta legalidad de un acto administratiro

particuiar. 
-El 

pronunciarnos en el presente caio, sobrepasaría los 1íl¡ites de la función consultiva

de esta procuiaduría, toda r., qu. di.hu función es exclusiva y privativa de la Sala Tercera de

contencioso-Administrativo y Laboral de la corte suprema de Justicia, cotno. órgano

jurisdiccional de control de legali<lad de los actos administrativos eu firme y vigentes (Aft 206'

numeral 2 de la Constitución Politica).

En consecuencia, este Despacho no se encuentra en condiciones de emitir el criterio solicitado' por

las siguientes razones:

1 . La consulta no está acompañada del criterio jurídico institucional exigido por el nurneral I

del articulo 6 de la Ley :b ¿e ZOOO y por la Resolución N'" PA/DS/O 53-2025 '

Z. Analizar la viabilidai o proced"ncialurídica del asunto planteado. excedería los lírnites

establecidos en el artículo 2 de la Ley 38 de 2000'

Aprovecho la oportunidad para reiterarle las seguridades de mi más alta consideración'

GRETTEL VILLALAZ DE ALLEN
Pt'ocuradol'a de la Administración
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